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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 468/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: *********. *********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DE CATASTRO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a cinco de agosto de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 468/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiuno de julio de dos mil veinte, compareció el C. *********, por propio derecho, para demandar la nulidad de los actos siguientes:

“1. El Avalúo Catastral con número de trámite ********* y número de folio ********* de fecha 29 de octubre de 2019, con clave catastral número *********, clave que ampara a un predio de mi propiedad.

2. El Decreto ********* publicado en el Periódico Oficial del Estado en fecha *********, por medio del cual se fijan los Valores de Suelo Urbano y Rústico, así como de Construcción para el ejercicio fiscal ********* de diversos municipios, particularmente el apartado que corresponde a los valores fijados para el Municipio de *********, lo anterior, con motivo de su primer acto de aplicación por parte de las autoridades demandadas, mismo que se concretó con la realización, materialización y determinación del Avalúo Catastral con número ********* de fecha 29 de octubre de 2019, con clave catastral número ********* clave que ampara a un predio de mi propiedad.”

(Énfasis añadido)
II.- Por acuerdo de treinta y uno de julio de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, únicamente por lo que respecta al acto precisado en el numera 1, consistente en el Avalúo Catastral con número de trámite ********* y número de folio ********* de fecha 29 de octubre de 2019, con clave catastral número *********, emitido por la Directora de Catastro del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí; y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las doce horas del día siete de octubre de dos mil veinte, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente la parte actora formuló alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción I, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la determinación del avalúo catastral de un inmueble propiedad de la parte actora.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folio 016 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en consideración que si bien el acto impugnado se encuentra dirigido al C. *********, también cierto lo es, que conforme a los hechos manifestados por el actor en su escrito de demanda y de las documentales que adjuntó a la misma, se desprende que el C. *********, celebró el veinte de marzo de dos mil catorce, un contrato de compraventa con el C. *********, relativo a la superficie de ********* m2 del predio con clave catastral número *********, lo que acredita con el Instrumento Notarial número *********, del Libro número *********, pasado ante la fe del Licenciado *********, Notario Público adscrito a la notaría pública número 36, de esta capital, el cual obra agrado en autos a folios 018 al 021, pretendiendo se anule el acto impugnado, consistente en el avaluó catastral que en la especie, servirá para la determinación del Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles correspondiente, y se emita uno nuevo conforme a las disposiciones vigentes en el momento de causación de la citada contribución. De lo que se sigue lo evidente del interés que asiste a la parte actora para combatir dicho acto impugnado en el presente juicio, ya que en el mismo se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos, en virtud de que dicho valor fiscal (avalúo catastral) generalmente sirve de sustento para establecer la base gravable del impuesto en mención y, en consecuencia, para fijar la obligación tributaria a cargo del particular; de ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio. 

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 22/94, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, Julio de 2010, Página: 267, cuyo rubro es: “AVALÚO CATASTRAL. SU ELABORACIÓN Y NOTIFICACIÓN AFECTA EL INTERÉS JURÍDICO DEL GOBERNADO POR LO QUE ES SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 22/94).”
De igual forma, la legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio la C. *********, en su calidad de Directora de Catastro Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez del Estado de San Luis Potosí, autoridad demandada en el presente juicio, acreditando el carácter con que compareció, conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a foja 047 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a folios 04 al 014 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte de la actora en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de sus conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR.

Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, si bien no aduce causal de improcedencia alguna, sí plantean a manera de excepción las consistentes en “SINE ACTIONE AGIS”, argumentando sustancialmente que los actos impugnados no afectan el interés jurídico del actor, ya que los mismos se encuentran emitidos en estricta sujeción de las disposiciones legales aplicables; sin embargo, a juicio de esta Sala Unitaria los argumentos en que la autoridad sustenta la excepción que hace valer corresponde al análisis que se haga del fondo del asunto, por tanto los argumentos de la parte demandada resultan inatendibles en este momento procesal.

Máxime, como se señaló en el Considerando Tercero de esta resolución, tomando en cuenta que el acto impugnado consiste en el Avalúo Catastral respecto a un bien inmueble por el que el actor es sujeto pasivo del Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles, es inconcuso que cuenta con interés jurídico en el presente juicio; cuanto más, conforme al artículo 112 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, tal acto controvertido constituye una resolución de valor, pues dicho valor catastral que asignen las autoridades catastrales municipales a cada bien inmueble, será la base para la determinación de todas las contribuciones inmobiliarias, tal como lo es, para determinar la citada contribución; de ahí lo ineficaz de la manifestación de la autoridad demandada.

En ese tenor, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- En los conceptos de impugnación Primero y Segundo del escrito de demanda, la parte actora sustancialmente arguye que las “Tablas de Valores Unitarios de suelo y construcción” que se encuentran vigentes en la legislación municipal, son ilegales, toda vez que quebrantan lo dispuesto en los artículos 1°, 14, 16 y 31, fracción IV de la Constitución Federal, pues se emitieron en contravención a las disposiciones legales aplicables para su elaboración, en consecuencia, el valor catastral determinado por la autoridad con base en dichas tablas de valores unitarios es indebida.
Lo anterior, pues niega lisa y llanamente la existencia de los “lineamientos de valuación y normas técnicas de valuación”, que debió expedir el Instituto Registral y Catastral del Estado, así como que estén publicadas por las autoridades catastrales del ayuntamiento en el Periódico Oficial del Estado, de conformidad, entre otros, con lo dispuesto en los artículos 78, 112, 113 y 121 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Asimismo, niega lisa y llanamente que para la elaboración de las “Tablas de Valores Unitarios de suelo y construcción” combatidas, se hayan tomado como base las referidas normas técnicas y los lineamientos de valuación de bienes inmuebles que debieron ser expedidas por el Instituto Registral y Catastral y publicadas en el Periódico Oficial del Estado.

Así también, niega lisa y llanamente la existencia y publicación del “Manual de Valuación”, que debía expedir el Instituto Registral y Catastral, mismo que debía servir para la elaboración de los multicitados valores unitarios, así como para establecer la mecánica de cálculo en la elaboración de los avalúos y valores catastrales.

En ese sentido, afirma la impetrante que las disposiciones que establecen la base para la elaboración de los avalúos catastrales, y que sirven para determinar la base gravable de los impuestos inmobiliarios, no han sido emitidas por las autoridades correspondientes, motivo por el cual, al haber sido hechas las tablas de valores unitarios de suelo y construcción en comento, sin lineamientos técnicos expedidos y publicados por el Instituto Registral y Catastral, las mismas son ilegales, pues no tienen sustento técnico jurídico como lo ordena la ley de la materia.

De igual manera, sostiene el demandante que el Poder Legislativo al aprobar lineamientos y proyectos que van en contravención a las disposiciones aplicables, también aprobó un ordenamiento que va contra el orden constitucional.

Consecuentemente, aduce la enjuiciante que al ser las tablas de valores unitarios, “inconstitucionales”, por haber sido emitidas en contravención a su propia legislación y regulación, es claro entonces que la determinación de la base gravable del Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, que descansa sobre el valor que le dan las autoridades catastrales a los inmuebles de la demarcación municipal, así como del avalúo que ellas mismas realizan y expiden, es un fruto de actos viciados de origen, toda vez que descansa sobre una premisa y una actuación ilegal e “inconstitucional”; en consecuencia, tanto la norma impugnada, como el acto concreto de aplicación, debe de ser declarado “inconstitucional”.
En el Segundo concepto de impugnación, la parte actora alude la violación a los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracciones II, III, IV V y VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues, reitera, que las Tablas de Valores Unitarios, son “inconstitucionales”, toda vez que se emitieron en contravención a las disposiciones legales aplicables para la elaboración de las mismas, tal como manifestó en el Primer concepto de anulación, por ende, deviene ilegal el Avalúo Catastral con número de folio *********de fecha *********, al derivar de la “inconstitucionalidad” de las multicitadas Tablas de Valores Unitarios con las que se realizó.
Pues sostiene que la determinación del Avalúo Catastral, al no haber sido elaborado con los lineamientos técnicos, normas técnicas y manual de valuación que debieron expedir y publicar las autoridades catastrales y registrales, el mismo presenta una ausencia de fundamentación y motivación.
En adición, el impetrante sostiene que es ilegal el Avalúo Catastral, toda vez que el documento que lo contiene carece de fundamentación y motivación, tanto en “forma, mecánica de cálculo y lineamientos técnicos de valuación, así como completa ausencia de competencia y facultades de la autoridad emisora”, pues no establece la mecánica de cálculo, metodología y forma en que se realizó, así como tampoco invoca el nombre del valuador que lo realizó, sino únicamente una firma del Director de Catastro y, suponiendo sin conceder que haya sido el mismo director de área quien realizó dicho avalúo, tampoco estampa sus facultades tanto materiales como territoriales para realizarlo.
En ese tenor, sostiene la demandante que el “monto” que se desprende de dicho acto (avalúo catastral), es ilegal, ya que no se justifica, fundamenta ni motiva lo ahí asentado, mucho menos las formulas empleadas, metodología o mecánica de cálculo para determinar el mismo.
Por lo que concluye, que ante la ausencia de fundamentación y motivación del acto combatido, en cuanto a sus “…facultades, motivación, formula, metodología, mecánica de cálculo y elaboración…”, conforme a las normas técnicas, lineamientos y manual de valuación debidamente expedidos y publicados, es que el acto impugnado afecta su esfera jurídica.
En añadidura, el actor niega ubicarse en alguno de los supuestos de una revaluación catastral, previstos en el artículo 114 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y afirma que la autoridad demandada debió emitir el avalúo catastral desde el año 2015, que es la fecha en la que “nació a la vida jurídica el inmueble en cuestión”, derivado de la subdivisión autorizada por el Ayuntamiento, y en un dado caso, la autoridad debió de haber justificado “la modificación y actualización de los supuestos por los cuales se debía emitir un nuevo avalúo catastral”.
Por lo anterior afirma el demandante, que conforme al precepto citado con antelación, el valor del inmueble que adquirió “no debía ser distinto en el mismo ejercicio fiscal en que se generó el acto que provocó la elaboración del avalúo catastral”, toda vez que no se modificó el mismo y no se surten los supuestos para una revaluación; máxime, en ese momento la autoridad aplicó los valores unitarios vigentes. Por lo que la autoridad demandada tendrá que acreditar que se ubicó en alguno de los supuestos establecidos en la norma, para que se modificara el valor que ella misma ya había validado y determinado “para el ejercicio fiscal en que se actúa”.
Por otra parte, en el concepto de impugnación Tercero del escrito de demanda, el actor sostiene que el acto impugnado (avalúo catastral), transgrede lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracciones II, III, IV V y VI del Código Procesal Administrativo para el Estado, ya que, reitera, “se encuentra con una nula fundamentación y motivación”, por tanto, la autoridad debe justificar y motivar el valor asignado en el avalúo catastral de mérito.
Asimismo afirma el impetrante, que la autoridad ha pretendido en diversas ocasiones ubicar el predio objeto de la valuación catastral, en un corredor de valor para así aumentar el valor del mismo, empero contrario a dicha situación, el referido inmueble no se encuentra en un corredor de valor, tal como se desprende tanto de su escritura, como del oficio número MSGS/DUYCM/0904/2019, documento en el cual manifiesta la propia autoridad, no poder otorgar un número oficial, en virtud de que el predio no linda con calle alguna.
Máxime el predio objeto de la valuación catastral, debe de ser valuado de conformidad con la “normatividad aplicable en el ejercicio fiscal en que se ubicó el particular en la situación de hecho y de derecho para ser objeto de la actuación de la administración pública”, es decir, en el ejercicio fiscal 2015 en que se realizó el hecho generador (compraventa), por el cual se solicitó el avalúo catastral a efecto del Impuesto Sobre Adquisición de Bienes Inmuebles.
Lo anterior, ya que las contribuciones se generan al momento de que se materializa el hecho generador, es decir, los contribuyentes se encuentran obligados al pago de las contribuciones desde el momento en que ocurran las situaciones de hecho previstas en las leyes fiscales como generadoras de la obligación tributaria, por ende, debe atenderse al texto de la legislación vigente en el momento en que se produjo el hecho generador del acto que provocó la actuación de la administración municipal, donde el hecho generador del tributo a pagar es precisamente la adquisición del inmueble, por lo que queda establecido que el contenido de las normas tributarias, es de carácter sustantivo y no procesal, en tanto que regulan una determinada situación de hecho y le otorga consecuencias jurídicas.
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez del acto impugnado.

Una vez analizados los argumentos de las partes, esta Primera Sala Unitaria considera que los conceptos de impugnación en estudio, por una parte son inoperantes y por otra parte son fundados y suficientes, para provocar la nulidad del acto impugnado de conformidad con lo siguiente:

En primer término, se debe de precisar que en el acuerdo de admisión de demanda se tuvo como acto impugnado, únicamente por lo que respecta al acto consistente en el Avalúo Catastral con número de trámite ********* y número de folio ********* de fecha *********, con clave catastral número *********, emitido por la Directora de Catastro del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez del Estado, el cual, como ya se dijo, se localiza a folio 016 del presente sumario, sin que dicho proveído hubiese sido recurrido por alguna de las partes; de ahí que el mismo haya quedado firme en el presente juicio, por lo que la materia de litis quedó circunscrita, sólo a dicho acto de autoridad.

Ahora bien, en cuanto a los argumentos del actor en el sentido de que resultan ilegales las “Tablas de Valores Unitarios de suelo y construcción”, que se contienen en el Decreto número 020, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 27 de diciembre de 2018, toda vez que no existen los “lineamientos de valuación y las normas técnicas”, así como el “Manual de Valuación”, que debían servir para la elaboración de dicho valores unitarios, mismos que debieron ser expedidos por el Instituto Registral y Catastral del Estado y publicados en el Periódico Oficial del Estado, por lo que dichas tablas de valores, no tiene sustento jurídico como lo ordena la ley de la materia.
Asimismo, que partiendo del hecho de que las tablas de valores unitarios, son “inconstitucionales”, al haber sido emitidas en contravención a su propia legislación y regulación, en tanto que no existen las “normas técnicas y los lineamientos de valuación”, así como el “Manual de Valuación” que legalmente sirven para la elaboración de dichos valores; es claro entonces que la determinación de la base gravable del Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, que descansa sobre el valor que le dan las autoridades catastrales a los inmuebles de la demarcación municipal, así como del avalúo que ellas mismas realizan y expiden, son frutos de actos viciados de origen, toda vez que descansa sobre una premisa y una actuación ilegal e “inconstitucional”; en consecuencia, tanto la referida norma combatida, como el acto concreto de aplicación, deben declararse inconstitucionales (sic).
Aunado a que el Poder Legislativo al aprobar lineamientos y proyectos que van en contravención a las disposiciones aplicables, también aprobó un ordenamiento que va contra del orden constitucional; argumentos que a consideración de esta Primera Sala Unitaria son inoperantes.
Lo anterior es así, ya que los argumentos del actor son encaminados a combatir el proceso de elaboración y aprobación de los valores unitarios de suelo y construcción para el ejercicio fiscal 2019, contenidos en el Decreto número 020, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 27 de diciembre de 2018; sin embargo, mediante el proveído de treinta y uno de julio de dos mil veinte, se determinó que este Órgano Jurisdiccional carece de competencia para conocer respecto de la legalidad, constitucionalidad, vigencia, contenido y la aplicación del citado Decreto, en virtud de que la naturaleza jurídica de lo decretado constituye un acto de naturaleza legislativa, en tanto que se hace constar de manera expresa que es el Congreso del Estado quien ha decretado lo que se publicó, esto es, que fue la Sexagésima Segunda Legislatura del Estado la emisora del referido acto que se pretendió impugnar, por lo que no es susceptible de combatirse a través del procedimiento contencioso administrativo, ya que si bien este Tribunal cuenta con atribuciones para conocer de la impugnación de normas administrativas de carácter general, no la tiene para conocer de actos formal y materialmente legislativos, como en la especie acontece.
Razón por la cual, se desechó la demanda por lo que hace al acto identificado en el numeral “2.” del apartado relativo a los actos impugnados del escrito de demanda, consistente en el multicitado Decreto número 020, por actualizarse un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, sin que el proveído de mérito, se reitera, haya sido recurrido por las partes, por lo que quedó firme tal determinación; de ahí que los argumentos del actor encaminados a controvertir dicho acto formal y materialmente legislativos devienen inoperantes, ya que con los mismos pretende se declare la invalidez de un acto cuyo trámite no fue admitido a juicio y por tanto, no es materia de litis, en consecuencia, también devienen ineficaces los diversos argumentos para desvirtuar la presunción de legalidad del acto impugnado (Avalúo Catastral), con base en la invalidez manifestada de lo decretado en dicho acto formal y materialmente legislativo, pues, se reitera, esta Juzgadora no cuenta con competencia para conocer de la legalidad, constitucionalidad, vigencia, contenido y la aplicación del citado Decreto, sólo para verificar, en su caso, la ausencia, insuficiencia e indebida fundamentación en el acto de autoridad con relación al mismo, es decir, no puede analizarse la validez de lo establecido en dichas tablas de valores unitarios, sino únicamente su debida o indebida aplicación en el acto de autoridad.
En ese tenor, también se dice que son ineficaces los argumentos del actor en el sentido de que resulta ilegal el Avalúo Catastral del inmueble que impugna, por carecer de fundamentación y motivación al no haber sido emitido con sustento en los multicitados lineamientos técnicos, normas técnicas y manual de valuación que debieron expedir y publicar las autoridades catastrales y registrales correspondientes; lo anterior, pues si bien dichos lineamientos, normas y manual de valuación en comento, como sostiene el impetrante, en su caso, debieron ser considerados para la elaboración de los proyectos relativos a los valores unitarios de suelo urbano y rústico, así como de construcción para el ejercicio fiscal 2019, que fueron aprobados por el Congreso del Estado y que se contienen en el Decreto número 020, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 27 de diciembre de 2018, los cuales pretendió combatir la parte actora; también cierto lo es, como se dilucidó en párrafos precedentes, dicho Decreto al no tenerse como acto impugnado por no ser competencia de este Órgano Jurisdiccional, existe la imposibilidad para analizar la validez de su contenido, tal como son los multicitados valores unitarios de suelo y construcción, por lo que la ilegalidad manifestada por el actor respecto a la valuación catastral con base en dichos valores unitarios, que arguye fueron indebidamente determinados ante la ausencia de la multicitada normatividad técnica de valuación, no puede trascender  a la validez del acto de aplicación, en su caso, al Avalúo Catastral con número de trámite ********* y de folio ********* de fecha 29 de octubre de 2019, pues la autoridad atendiendo al principio de legalidad, sólo tenía la obligación de sujetarse a los parámetros establecidos en dichos valores unitarios, hasta en tanto no existiera una declaración de invalidez de los mismos por parte de autoridad competente; de ahí la inoperancia de dichos argumentos. 

Máxime que contrario a lo argüido por el enjuiciante, no se advierte que para la emisión del acto impugnado (Avalúo Catastral), se utilizaran como fundamento los valores unitarios precisados en las multicitadas “Tablas de Valores Unitarios de suelo y construcción”, contenidas en el Decreto 020, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 27 de diciembre de 2018, cuanto más y sin prejuzgar, la propia autoridad señala que dicho avalúo catastral del predio con clave catastral *********, se realizó en apego a los valores unitarios de suelo urbano, contenidos en el diverso Decreto 0830, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 30 de diciembre de 2017. 
No obstante lo anterior, como se adelantó en el preámbulo del presente considerando, los argumentos del actor son por una parte fundados y suficientes, para provocar la nulidad del acto impugnado a tenor de lo siguiente:
El primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Federal estatuye:

"Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento."

El citado precepto constitucional establece la garantía de legalidad, la cual determina que todo acto de autoridad debe estar fundado y motivado. La exigencia de fundar todo acto de molestia impone a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, es decir, aquellos que tengan previstas las facultades en las que se apoye la autoridad para emitir dicho acto. Por otra parte, la motivación implica la demostración de que las circunstancias y modalidades del caso particular encuadran dentro de la hipótesis normativa que justifica la emisión de aquél. Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.

La obligación constitucional de fundar y motivar los actos de autoridad, se reitera a nivel legal en el artículo 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dice:
“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:

…

V. Estar fundado y motivado;

(…)”
Ahora bien de los hechos manifestados por el actor en el escrito de demanda, en lo que interesa, se advierten los siguientes:

1) Que el hoy actor el 20 de marzo de 2014, celebró un contrato de compraventa a plazos con el C. *********, relativo a la superficie de ********* m2 del lote de terreno con clave catastral número *********, cuya superficie total era de ********* m2. Lo cual acredita con el Instrumento Notarial número *********, del Libro número *********, pasado ante la fe del Licenciado *********, Notario Público adscrito a la notaría pública número 36, de esta capital, el cual obra agrado en autos a folios 018 al 021;

2) Que hasta el 20 de noviembre de 2018, la Coordinadora de Catastro Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, emitió el Alta por Subdivisión de la clave catastral número *********, correspondiente al predio ubicado en *********, mismo que fue objeto del acto jurídico traslativo de dominio antes citado. Lo cual acredita con el oficio número MSGS/CM/223-1018/2018 de esa fecha, el cual obra agrado en autos a folio 024;

3) Que el 28 de noviembre de 2018, la Coordinadora de Catastro Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, emitió el diverso avalúo catastral relativo al citado predio con número de folio *********, respecto del cual manifiesta el hoy actor que al apersonarse ante la autoridad para continuar con el trámite para el pago del Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, el original le fue retirado. Lo cual acredita con la copia simple del referido avalúo catastral que obra agregado en autos a folio 023, aunado a que la autoridad demandada al no referirse respecto de dicho hecho al producir su contestación, en términos del artículo 241, párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado, el mismo se tiene como presuntivamente cierto; 

4) Que el hoy actor el 24 de abril de 2019, solicitó a la Dirección de Desarrollo y Catastro Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, se llevaran a cabo los trámites para la Declaración del Impuesto Sobre Adquisición de Bienes Inmuebles y otros Derechos Reales, relativo al multicitado predio con clave catastral número *********. Lo cual acredita con el escrito que obra agrado en autos a folio 026;

5) Que en respuesta de la citada petición, la referida autoridad catastral emitió el oficio número MSGS/DCM/1229/2019 de 06 de mayo de 2019, en la que determinó que era necesario que el hoy actor solicitara una nueva revaluación catastral del inmueble en cuestión, por conducto de la ventanilla de trámites de dicha Oficina con el formato respectivo. Lo que acredita con el propio oficio que obra agregado en autos a folio 025;
6) Que el hoy actor el 23 de mayo de 2019, por conducto del fedatario público que protocolizó la multicitada compraventa, solicitó de nueva cuenta un avalúo catastral respecto a la Parte del Lote de terreno objeto de la misma. Lo cual acredita con el escrito que obra agrado en autos a folios 029 y 030, así como con el recibo de pago de derechos por concepto de “AVALUOS CATASTRALES”, visible a folio 028 del expediente en que se actúa;

7) Que hasta el 29 de octubre de 2019, se emitió el Avalúo Catastral con números de trámite ********* y folio *********, con clave catastral número *********, emitido por la Directora de Catastro del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí. Acto impugnado en el presente juicio.
En ese tenor, los artículos 25, 26, fracción I, 28, 30 y 31 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, disponen:
“TITULO SEGUNDO

DE LOS IMPUESTOS

…
CAPITULO II 
IMPUESTO SOBRE ADQUISICION DE INMUEBLES Y OTROS DERECHOS REALES

ARTICULO 25. Es objeto de este impuesto la adquisición que se realice por cualquier título, de bienes inmuebles y las construcciones adheridas a ellos ubicados en el territorio de los municipios del Estado, así como los derechos relacionados con los mismos.

ARTICULO 26. Se entiende por adquisición para efectos de este impuesto: 

I. Todo acto por el que se adquiera la propiedad, incluyendo la compraventa, aun cuando exista reserva de dominio;
…

ARTICULO 28. Son sujetos de este impuesto las personas físicas o morales, o unidades económicas que adquieran por cualquier título, bienes inmuebles y las construcciones adheridas a ellos.

…

ARTICULO 30. La base del impuesto es el que resulte mayor entre el precio pactado o valor declarado de la operación y, el valor catastral del inmueble. 

Para efecto de determinar la base del impuesto, deberá obtenerse un avalúo catastral con una antigüedad no mayor de seis meses a partir de la fecha en que se formalice la operación.

…

ARTICULO 31. La tasa del impuesto será la que se determine en la respectiva Ley de Ingresos de cada municipio.”
De las disposiciones legales transcritas, se aprecia que el Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, tiene por objeto, entre otros, la adquisición que se realice por cualquier título, de bienes inmuebles y las construcciones adheridas a ellos, ubicados en el territorio de los municipios del Estado, y se precisa que para efectos de dicho tributo, se entiende por adquisición, todo acto por el que se adquiera la propiedad, incluyendo la compraventa, aun cuando exista reserva de dominio. 

Asimismo, se establece como sujeto pasivo obligado al pago del impuesto a las personas físicas o morales, o unidades económicas que adquieran por cualquier título, bienes inmuebles y las construcciones adheridas a ellos.

De igual manera, se precisa que la base del impuesto en comento, será la que resulte mayor entre el precio pactado o valor declarado de la operación y, el valor catastral del inmueble, y que para efectos de determinar la referida base, deberá obtenerse un avalúo catastral con una antigüedad no mayor de seis meses a partir de la fecha en que se formalice la operación. Finalmente, la tasa aplicable será la que se determine en la respectiva Ley de Ingresos de cada municipio.

De las propias disposiciones se aprecia la forma en la que debe calcularse la referida contribución, que consiste en aplicar lo que resulte mayor entre el precio pactado o valor declarado de la operación y, el valor catastral del inmueble (Base gravable), la tasa que se determine en la respectiva Ley de Ingresos de cada municipio. 
Como se ve, la tasa correspondiente se aplica sobre lo que resulte mayor entre el precio pactado o valor declarado de la operación y, el valor catastral del inmueble, por lo que es menester conocer el valor catastral del inmueble a efecto de establecer el elemento que resulte mayor entre ellos; en ese sentido, los artículos 6, fracción XX, 51, 52, 53 y 58, fracción I de la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí vigente hasta el 04 de julio de 2014, y aplicable en la época del acto traslativo de dominio en comento, en lo que interesa, establecen:
“ARTICULO 6º. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

…

XX. VALOR CATASTRAL: Es el resultado de la suma del valor unitario de suelo más el valor unitario de construcción, que es asignado a cada uno de los bienes inmuebles ubicados en el territorio de los municipios del Estado, de acuerdo con los procedimientos a que se refiere esta Ley;

(…)”

De la Valuación y Reevaluación 

ARTICULO 51. La Dirección de Catastro Municipal asignará el valor catastral de cada uno de los bienes inmuebles de acuerdo con la presente Ley, y las normas técnicas y administrativas aplicables, emitiendo una resolución de valor. El valor catastral que asigne la autoridad catastral municipal a cada bien inmueble, será la base para la determinación de todas las contribuciones inmobiliarias.

ARTICULO 52. Para determinar el valor catastral de cada uno de los bienes inmuebles, se aplicarán los valores unitarios de suelo y de construcción aprobados por el Congreso del Estado, de acuerdo con el sector catastral, zona o área homogénea en que se encuentren situados y con la clasificación de construcción que les corresponda, aplicando los incrementos y deméritos de las características predominantes, correspondientes a la antigüedad y estado de conservación, entre otros. En el caso de inmuebles con o sin construcciones, situados en sectores catastrales para los que no se hayan fijado valores unitarios se estará a lo dispuesto en el artículo 27 de esta Ley. 

ARTICULO 53. El valor catastral que se determine para cada inmueble será el que se obtenga de la suma de los valores del terreno y de la construcción, y tendrá vigencia durante dos años.”

“ARTICULO 58. La revaluación de inmuebles se llevará a cabo en los casos siguientes: 

I. Cuando venza la vigencia del valor catastral;

(…)”
De las disposiciones trasuntas, se advierte que el valor catastral, es el resultado de la suma del valor unitario de suelo más el valor unitario de construcción, que es asignado a cada uno de los bienes inmuebles ubicados en el territorio de los municipios del Estado, el cual tendrá vigencia durante dos años, y cuando venza su vigencia, se procederá a la revaluación catastral del inmueble.
Asimismo, la Dirección de Catastro Municipal asignará el valor catastral de cada uno de los bienes inmuebles emitiendo una resolución de valor; y para determinar el referido valor catastral de cada uno de los bienes inmuebles, se aplicarán los valores unitarios de suelo y de construcción aprobados por el Congreso del Estado, de acuerdo con el sector catastral, zona o área homogénea en que se encuentren situados y con la clasificación de construcción que les corresponda, aplicando los incrementos y deméritos de las características predominantes, correspondientes a la antigüedad y estado de conservación, entre otros.
De igual manera, se estatuye que el multicitado valor catastral que asigne la autoridad catastral a cada bien inmueble, será la base para la determinación de todas las contribuciones inmobiliarias, tal como lo es, el Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, que nos ocupa.

De lo hasta aquí expuesto, se aprecia que el procedimiento conforme al cual debe calcularse el Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales está claramente establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, en relación con la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y la Ley de Ingresos de cada municipio. Esto determina, por una parte, que la autoridad fiscal al emitir una liquidación, necesariamente debe ajustarse al referido procedimiento para cuantificarlo y, por otra parte, que el gobernado tiene conocimiento cierto de la mecánica que debe seguirse para hacer la referida cuantificación y en su caso, realizar el entero de la misma.
La mecánica para calcular el Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, establecida en los artículos 30 y 31 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, determina que se debe acudir a lo que resulte mayor entre el precio pactado o valor declarado de la operación y, el valor catastral del inmueble a efecto de obtener la base gravable, éste último elemento, como se dilucidó en párrafos precedentes, se determina de acuerdo a lo establecido en la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí y, a la postre acudir a la Ley de Ingresos de cada Municipio para fijar la tasa aplicable.

Sobre el particular, debe decirse que el valor catastral del inmueble a efecto de obtener la base gravable y la tasa aplicable no constituye una facultad discrecional. Por el contrario, se trata de una facultad reglada en tanto que debe llevarse a cabo de conformidad con los lineamientos establecidos en los citados preceptos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí. En este sentido, si la garantía de legalidad determina que todo acto de autoridad debe estar fundado y motivado, es inconcuso que la resolución de valor emitida por la autoridad administrativa en términos de lo dispuesto por el artículo 51 de la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y que sirve para la determinación de la base gravable de dicho tributo, debe contener todos los datos necesarios que permitan que el afectado conozca plenamente la forma en que dicho valor catastral del inmueble fue obtenido. De esta forma el gobernado estará en aptitud de verificar si la cuantificación de éste es o no correcta y estará en condiciones de producir una adecuada defensa.

En congruencia con lo anterior, para que un avalúo catastral cumpla con la garantía de legalidad, contenida en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, basta con que la autoridad administrativa invoque los preceptos legales aplicables y exponga detalladamente el procedimiento que siguió para determinar su cuantía, lo que implica que además de especificar pormenorizadamente la forma en que llevó a cabo las operaciones aritméticas aplicables, detalle claramente las fuentes de las que derivaron los datos necesarios para realizar tales operaciones, esto es, el origen de los valores unitarios de suelo y de construcción aprobados por el Congreso del Estado, que sean asignados para determinar el valor catastral del inmueble, de manera que se genere certidumbre en el gobernado sobre la forma en que se obtuvo el importe correspondiente.
En otras palabras, el avalúo catastral deberá contener los datos y la descripción que sean necesarios para que el gobernado se encuentre en aptitud de conocer fehacientemente las fuentes y el procedimiento aritmético que siguió la autoridad para obtener el valor catastral del inmueble correspondiente, sin que sea necesario que la autoridad desarrolle las operaciones aritméticas correspondientes, pues éstas podrá elaborarlas el propio afectado en la medida en que dispondrá del procedimiento matemático seguido para su cálculo; lo anterior a fin de que el particular pueda conocer el procedimiento aritmético que siguió la autoridad para obtener el “Valor total del predio”, de modo que esté en posibilidad de constatar su exactitud o inexactitud y, en su caso, pueda exponer las razones idóneas tendentes a impugnar el valor catastral de que se trate, mismo que será la base para la determinación de todas las contribuciones inmobiliarias, tal como lo es , en su caso, el Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, que nos ocupa, pues como ya se dilucidó en párrafos anteriores, debe justificarse el elemento que resulte mayor entre aquél valor catastral y, el precio pactado o valor declarado de la operación, para obtener la base gravable a la que se aplicara la tasa correspondiente.
Ahora bien, el Avalúo Catastral con número de trámite ********* y número de folio ********* de 29 de octubre de 2019, relativo al predio con clave catastral número *********, es del tenor siguiente:
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De cuyo contenido, se advierte que la autoridad demandada para determinar el citado “VALOR TOTAL DEL PREDIO”, únicamente señaló como datos: 1) El valor unitario de “*********” y 2) El área en metros cuadrados del predio ubicado en “*********, consistente en  “*********”, empero, no señaló las fuentes de las que derivaron dichos datos necesarios para realizar las operaciones correspondientes, así como tampoco precisó el procedimiento aritmético que siguió para obtener el referido valor catastral del predio en cuestión; de ahí que le asista la razón al demandante, cuando sostiene que dicha determinación “se encuentra con una nula fundamentación y motivación”, en virtud de que la autoridad demandada debió justificar el valor asignado en el avalúo catastral de mérito. 
Lo anterior es así, ya que como arguye el demandante el “monto” que se desprende del acto impugnado (avalúo catastral), no se justifica, ante la ausencia de fundamentación y motivación de lo ahí asentado, mucho menos se precisan las formulas empleadas, metodología o mecánica de cálculo para determinar el mismo; soslayando que en tratándose de las multicitadas resoluciones de valor, el requisito de fundamentación implica señalar los preceptos legales sustantivos que funden los elementos para determinar el valor catastral del inmueble, como lo son, los valores unitarios de suelo y de construcción que sean asignados y, el diverso de motivación, consistente en señalar los supuestos de hecho que coincidan la aplicación de aquellos preceptos. De lo contrario se deja al particular en estado de indefensión, ya que para que tenga plena posibilidad legal de decidir si debe reconocer o impugnar el referido valor fiscal, es menester que se le den todos los elementos de hecho y de derecho que funden y motiven el avalúo mismo; de ahí que sea fundado el motivo de inconformidad del demandante en estudio, ya que al no encontrarse fundado y motivado uno de los elementos esenciales para determinar el valor catastral, es decir, el valor unitario asignado para determinar el valor catastral del inmueble, así como el procedimiento que siguió para su cuantía, es concluyente que tal determinación efectuada por la autoridad demandada, se torna en ilegal, al actualizarse la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En efecto, pues como se dilucidó en párrafos precedentes, la autoridad demandada conforme a lo dispuesto en los artículos 51, 52, 53 y 58 de la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, debe asignar el valor catastral de cada uno de los bienes inmuebles ubicados en el territorio del municipio, para lo cual emitirá una resolución de valor, en donde aplicará los valores unitarios de suelo y de construcción aprobados por el Congreso del Estado, de acuerdo con el sector catastral, zona o área homogénea en que se encuentren situados y con la clasificación de construcción que les corresponda, aplicando los incrementos y deméritos de las características predominantes, correspondientes a la antigüedad y estado de conservación, entre otros; lo cual en la especie al no haber establecido la autoridad demandada las fuentes de las que derivaron los datos asentados en el acto de trato, no se advierte que lo haya realizado de conformidad con dicha facultad reglada, máxime como la propia normatividad estatuye, el valor catastral que asigne la autoridad a cada bien inmueble, será la base para la determinación de todas las contribuciones inmobiliarias, tal como lo es, el Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, que recae al hoy actor como sujeto legalmente obligado a cubrirlo.
Por otra parte, toda vez que conforme a los hechos narrados en párrafos precedentes, así como de la normatividad analizada, en la especie, se colige que el acto impugnado (Avalúo catastral) tiene una estrecha relación con la obligación fiscal consistente en el pago del Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, derivada del acto traslativo de dominio celebrado el veinte de marzo de dos mil catorce, entre el hoy actor y el C. *********, consistente en la compraventa de la superficie de ********* m2 del lote de terreno con clave catastral número *********, tal como se advierte del Instrumento Notarial número *********, del Libro número *********, pasado ante la fe del Licenciado *********, Notario Público adscrito a la notaría pública número 36, de esta capital, el cual obra agrado en autos a folios 018 al 021; es pertinente a efecto de dar completitud a las pretensiones del actor, atender el argumento en el sentido de que, en virtud de que los contribuyentes se encuentran obligados al pago de las contribuciones desde el momento en que ocurran las situaciones de hecho previstas en las leyes fiscales como generadoras de la obligación tributaria, debe atenderse al texto de la legislación vigente en el momento en que se produjo el hecho generador del acto que provocó la actuación de la administración municipal, siendo el hecho generador del tributo a pagar la adquisición del inmueble en cuestión, por ende, el referido bien inmueble objeto de la valuación catastral, debe ser valuado de conformidad con la “normatividad aplicable en el ejercicio fiscal en que se ubicó el particular en la situación de hecho y de derecho para ser objeto de la actuación de la administración pública”.
Argumento anterior que a consideración de esta Primera Sala Unitaria, es sustancialmente fundado, pues conforme a lo dispuesto en el artículo 7°, fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, las contribuciones, en efecto, se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal.

Asimismo, como se dilucidó anteriormente, conforme a lo dispuesto en los artículos 25, 26 y 30 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, el Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, tiene por objeto, entre otros, la adquisición que se realice por cualquier título, de bienes inmuebles y las construcciones adheridas a ellos, ubicados en el territorio de los municipios del Estado, precisándose que para efectos de dicho tributo, se entiende por adquisición, todo acto por el que se adquiera la propiedad, incluyendo la compraventa, aun cuando exista reserva de dominio; asimismo que para efecto de determinar la base del impuesto, deberá obtenerse un avalúo catastral con una antigüedad no mayor de seis meses a partir de la fecha en que se formalice la operación.

Aunado a lo anterior, del artículo 32 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, en lo que interesa, se advierte que los fedatarios públicos por la naturaleza de sus actividades, pueden intervenir en la realización de los actos jurídicos de los cuales derive la causación de dicho impuesto.

Luego, se colige de la interpretación de dichos preceptos, que el hecho generador de la contribución de trato, se causa al momento de la adquisición por cualquier título, entre otros, de bienes inmuebles ubicados en el territorio de los municipios del Estado, como lo es a través de la celebración de un acto traslativo de dominio de un bien inmueble ante un fedatario público.
Al respecto de las pruebas aportadas por el impetrante para acreditar su pretensión, se advierte que en la especie el contrato de compraventa celebrado el 20 de marzo de 2014, por el hoy actor y el C. *********, relativo a la superficie de *********m2 del lote de terreno con clave catastral número *********de mérito, se efectúo mediante el Instrumento Notarial número *********, del Libro número *********, pasado ante la fe del Licenciado *********, Notario Público adscrito a la notaría pública número 36, de esta capital -visible en autos a folios 018 al 021- y, para tal efecto, en el antecedente Cuarto, se consignó que se agregó al apéndice de dicho protocolo, el Avalúo Catastral del inmueble objeto del mismo (Superficie ********* m3), en el cual se le asignó un valor catastral de $*********; documental que hace prueba plena al tratarse de un documento expedido por fedatario público, en términos de lo dispuesto en los artículos 72, fracción I y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto en el diverso 1° de la Ley del Notariado para el Estado de San Luis Potosí.

Asimismo, se constata del Avalúo Catastral número 17844, emitido en fecha 28 de noviembre de 2018, por la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P. -visible en autos a folio 023-, que al inmueble en cuestión se le asignó un valor catastral de $*********, mismo que, incluso, fue emitido con posterioridad al “ALTA POR SUBDIVISIÓN” de 20 de noviembre del mismo año -visible en autos a folio 024-; documentales que hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 72, fracción I y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Aunado a lo anterior, se advierte del escrito de 10 de abril de 2019 -visible en autos a folios 026 y 027-, recibido en la Dirección de Desarrollo y Catastro del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., el 24 de abril siguiente, el hecho consistente en que el hoy actor solicitó para efectos de la Declaración del Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales del inmueble en cuestión, se considerará el avalúo inmobiliario practicado el 09 de abril de 2019, por el Ingeniero *********, con especialidad en inmuebles y con cedula estatal *********, en el cual se estimó un valor comercial de $********* y, respecto del cual, incluso, manifestó que se “aproxima” al referido Avalúo Catastral con número 17844 ($*********); valor manifestado por el hoy actor para el cumplimiento de su obligación tributaria, que también coincide con el valor catastral considerado en el instrumento notarial que protocolizó la operación de compraventa de mérito ($*********). 
Sin embargo, se aprecia del Avalúo Catastral impugnado, con número 4387, emitido en fecha 29 de octubre de 2019, por la Dirección de Catastro Municipal del mismo Ayuntamiento -visible en autos a folio 016-, que el valor catastral asignado al multicitado inmueble (Superficie ********* m3) se incrementó a $*********, sin que como ya se dilucidó en párrafos precedentes, dicho acto cumpla con el principio fundamental de la debida fundamentación y motivación legal, pues la autoridad demandada no justificó de manera razonada el incremento en el citado valor catastral, circunstancia que deja al hoy demandante en estado de indefensión al no permitirle conocer los elementos indispensables para la emisión de tal determinación de valor que trasciende a su esfera jurídica; de ahí que, se reitera, la ilegalidad del acto impugnado (Avalúo Catastral número *********).

En efecto, pues es un hecho probado de que el valor catastral para el multicitado bien inmueble (Superficie ********* m3), considerado en el instrumento notarial de fecha 20 de marzo de 2014, fue el correspondiente a $*********, el cual también coincide con el consignado en el Avalúo Catastral con número *********, emitido por la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., hasta el 28 de noviembre de 2018 ($*********) y que, incluso, para la declaración del impuesto correspondiente por la adquisición del multicitado inmueble, el hoy actor solicitó se considerara dicho valor ($*********); sin que la autoridad demandada en el acto impugnado (Avalúo Catastral número *********), justificara razonadamente dicho valor catastral controvertido ($*********), para efecto de la referida operación traslativa de dominio, no obstante para la base gravable del impuesto correspondiente, debe corresponder a un avalúo catastral con una antigüedad no mayor de seis meses a partir de la fecha en que se formalice la operación.
Asimismo, en cuanto al argumento del actor en el sentido de que es ilegal el acto impugnado, toda vez que carece de fundamentación de la “…competencia y facultades de la autoridad emisora”; a consideración de esta Juzgadora es igualmente fundado.
Lo anterior es así, toda vez que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo por tanto un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.

En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Segunda Sala del Alto Tribunal se han pronunciado sentando las Jurisprudencias P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, Octava Época, página 12; y 2a./J. 115/2005, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, respectivamente, bajo la voz: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”
Conforme a las anteriores consideraciones, el acto impugnado carece de la fundamentación de la competencia de la Directora de Catastro del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, toda vez que no se desprende la facultad para determinar la resolución de valor impugnada (avalúo catastral), ya que no se citó el precepto legal que le otorgara tal atribución en particular, no obstante que para cumplir con la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la emisión del documento que contiene el acto de autoridad, resultaba necesario que precisara en forma exhaustiva su competencia con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso, el artículo, apartado, párrafo, fracción, inciso o subinciso, y en su caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribir la parte correspondiente, con la finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, lo cual no sucedió en la especie; de ahí que le asista la razón al actor en el concepto de anulación en estudio, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

La presente resolución no prejuzga respecto a la competencia de la Directora de Catastro del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, sólo resuelve sobre la litis planteada por la parte actora, esto es, la falta de fundamentación de dicho extremo en el acto impugnado, mediante el cual se le determina el Avalúo Catastral de fecha 29 de octubre de 2019 de mérito.

Sin que pase inadvertido para esta Sala Juzgadora, que el actor también aduce en sus motivos de inconformidad, que la autoridad ha pretendido en diversas ocasiones ubicar el predio objeto de la valuación catastral, en un corredor de valor para así aumentar el valor del mismo, pues contrario a ello dicho inmueble no se encuentra en un corredor de valor, tal como se advierte tanto de su escritura, como en el oficio MSGS/DUYCM/0904/2019, del cual se desprende que la propia autoridad consignó la imposibilidad para otorgar un número oficial, en virtud de que el predio no linda con calle alguna; sin embargo, tales manifestaciones devienen inoperantes.
Lo anterior es así, ya que la simple afirmación en el sentido de que la autoridad ha pretendido en diversas ocasiones ubicar el predio objeto de la valuación catastral, en un corredor de valor para así aumentar el valor del mismo, además de ser ambigua y superficial, ya que no concreta algún razonamiento lógico jurídico capaz de ser analizado, no se encuentra encaminada a controvertir las consideraciones expuestas en el acto impugnado, pues no se advierte que la autoridad demandada para su emisión haya considerado dicha circunstancia; en el mismo sentido, sin prejuzgar el contenido de las documentales que cita, la valoración de tales pruebas, resulta infructuoso, ya que van orientadas a demostrar la referida afirmación del impetrante en el sentido de que el predio no se encuentra en un corredor de valor y, como ya se dijo, tal circunstancia no es parte de la motivación del acto controvertido; de ahí lo ineficaz de la referida aserción y de las pruebas en comento.
En efecto, pues todo argumento que no combata los fundamentos y razones que sustentan el acto administrativo, o que no estén dirigidos a descalificar o evidenciar la ilegalidad de las consideraciones que lo sustentan, será inatendible.

Tienen aplicación las Jurisprudencias Nos. I.4o.A. J/48 y 1a./J. 81/2002, sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXV y XVI; Enero de 2007 y Diciembre de 2002; Páginas 2121 y 61, respectivamente; que establecen:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES. Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.”

”CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. AUN CUANDO PARA LA PROCEDENCIA DE SU ESTUDIO BASTA CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR, ELLO NO IMPLICA QUE LOS QUEJOSOS O RECURRENTES SE LIMITEN A REALIZAR MERAS AFIRMACIONES SIN FUNDAMENTO. El hecho de que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya establecido en su jurisprudencia que para que proceda el estudio de los conceptos de violación o de los agravios, basta con que en ellos se exprese la causa de pedir, obedece a la necesidad de precisar que aquéllos no necesariamente deben plantearse a manera de silogismo jurídico, o bien, bajo cierta redacción sacramental, pero ello de manera alguna implica que los quejosos o recurrentes se limiten a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues es obvio que a ellos corresponde (salvo en los supuestos legales de suplencia de la queja) exponer razonadamente el porqué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o recurren. Lo anterior se corrobora con el criterio sustentado por este Alto Tribunal en el sentido de que resultan inoperantes aquellos argumentos que no atacan los fundamentos del acto o resolución que con ellos pretende combatirse.”
Asimismo sirve de apoyo a lo anterior, las tesis de jurisprudencia VI.2o. J/321, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Octava

Registro: 210782 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Núm. 80, Agosto de 1994 

Materia(s): Común 

Tesis: VI.2o. J/321 

Página: 86 

“AGRAVIOS. NO LO SON LAS AFIRMACIONES QUE NO RAZONAN CONTRA LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO QUE ATACAN. No puede considerarse como agravio la simple manifestación y opinión del recurrente de inconformidad con el sentido de la sentencia recurrida por considerarla ilegal, ya que el mismo debe impugnar con razonamientos, los que la hayan fundado.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD del acto impugnado, consistente en el Avalúo Catastral con número de trámite ********* y número de folio ********* de fecha 29 de octubre de 2019, pues se ha justificado que la autoridad demandada en el acto impugnado, no fundó y motivó su competencia, así como la determinación del valor catastral del inmueble, es decir, el “VALOR TOTAL DEL PREDIO” con clave catastral número *********, lo que hace que se ubique en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En virtud de todo lo anterior, para EFECTOS del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el fin de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos, se ordena a la autoridad demandada la Directora de Catastro del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, emita una nueva resolución de valor en la que subsane las irregularidades cometidas en perjuicio del actor, sujetándose a las consideraciones del presente fallo, para lo cual deberá emitir un pronunciamiento debidamente fundado y motivado en cuanto a la competencia para emitir dicho acto de autoridad, así como para la determinación del avalúo catastral que corresponda, sin soslayar que deberá precisar el procedimiento aritmético que se siguió para obtener el valor catastral del inmueble, detallando claramente las fuentes de las que derivaron los datos necesarios para realizar tal operación; lo anterior, únicamente para efectos del trámite correspondiente al pago del Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, relativo al acto traslativo de dominio, consistente en la compraventa celebrada el veinte de marzo de dos mil catorce, entre el hoy actor y el C. *********, respecto al lote de terreno con clave catastral número *********de mérito; sin embargo, si considera un valor catastral diverso al consignado en el Instrumento Notarial número cinco mil ciento once, del Libro número noventa y siete, pasado ante la fe del Licenciado Huitzilihuitl Ortega Pérez, Notario Público adscrito a la notaría pública número 36, de esta capital, de fecha 20 de marzo de 2014, el cual, incluso, coincide con el valor precisado en el Avalúo Catastral número 17844, emitido hasta el 28 de noviembre de 2018, deberá igualmente fundar y motivar tal determinación, exponiendo las razones por las cuales no resulta aplicable dicho valor considerado por el fedatario público y por la propia autoridad catastral, y que reconoce el propio hoy actor para el entero de su obligación tributaria.
Encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia 2a./J. 76/2013 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:
Época: Décima 

Registro: 2003818 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XXI, Junio de 2013, Tomo 1 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 76/2013 (10a.) 

Página: 694 

“AVALÚO CATASTRAL PRACTICADO PARA EL CÁLCULO DEL IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE INMUEBLES. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO EN SU CONTRA POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA). El amparo concedido contra un avalúo catastral por falta de fundamentación y motivación tanto de la competencia de la autoridad emisora como de la determinación del valor catastral del inmueble, que se hizo extensivo al establecimiento y al pago del derecho respectivo, tiene como efecto la emisión de otro avalúo, en igual o diverso sentido que el anterior, subsanando aquellas irregularidades, pues de lo contrario, se dejaría de proporcionar el servicio solicitado y pagado por el quejoso. Asimismo, la protección constitucional constriñe a la autoridad correspondiente a cuantificar el derecho por la prestación del servicio con base en el nuevo avalúo, en congruencia con el artículo 33, fracción I, punto 9, de la Ley de Ingresos del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza para el Ejercicio Fiscal del Año 2011, sin que tal obligación implique devolver las cantidades enteradas inicialmente por ese concepto, ya que éstas deben aplicarse para cubrir la nueva contribución, sin demérito del derecho del quejoso a solicitar la restitución del saldo a favor que pudiera resultar por la eventual modificación del valor catastral del inmueble. Lo anterior, en virtud de que el amparo concedido por vicios de legalidad del acto de aplicación de una norma no tiene como efecto la desincorporación de ésta de la esfera jurídica del quejoso, lo cual sólo es propio de las sentencias que declaran su inconstitucionalidad.”
Contradicción de tesis 488/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito. 27 de febrero de 2013. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Martha Elba de la Concepción Hurtado Ferrer.

Tesis de jurisprudencia 76/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de abril de dos mil trece.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción II, 251, 252, 253 y 256, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la NULIDAD del acto impugnado, consistente en el Avalúo Catastral con número de trámite ********* y folio número ********* de fecha 29 de octubre de 2019, precisado en el Resultando II., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo; y PARA LOS EFECTOS señalados en la parte final del Considerando Sexto de esta resolución.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora, así como por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Época: Novena Época, Registro: 166683, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/46, Página: 1342.





